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      Presentación


      Alberto J. Olvera


      Este libro, Cómo consolidar la democracia en los tiempos del desencanto, es un interesante ejercicio de análisis de las competencias que exige el ejercicio de la ciudadanía. Como los autores demuestran, la ciudadanía no se limita a un estatuto jurídico o a un reconocimiento simbólico, sino que implica una práctica social, una actitud performativa cuya realización requiere una serie de competencias, es decir, capacidades cognitivas, procedimentales y valorativas.


      Este principio fundamental (la ciudadanía es una práctica) implica reconocer que los avances jurídicos e institucionales que nuestra precaria democracia ha logrado en materia de derechos y de instituciones que formalmente los defienden, resultan inútiles si no se acompañan del desarrollo de las competencias individuales y colectivas que significa ejercer los derechos y activar las instituciones.


      Éste es un punto de partida fundamental para la crítica del discurso político dominante en México a lo largo de nuestra dilatada transición a la democracia. En efecto, la comprensión dominante de la democracia como libertad de elección, en todo caso acompañada por instituciones de control relativo del gobierno (como los institutos de transparencia y acceso a la información y los institutos electorales), es francamente reduccionista en tanto limita la democracia al campo electoral (por lo demás basado en leyes que se cumplen de forma pero no de fondo, e instituciones que no funcionan o lo hacen de manera precaria). La dimensión práctica de la democracia, es decir, como ejercicio efectivo de los derechos e interacción cotidiana de los ciudadanos con el Estado en un plano de respeto e igualdad, queda oculta en esa visión institucionalista que ha justificado teórica y prácticamente la limitación de nuestro proceso de democratización al desarrollo de una partidocracia excluyente de la ciudadanía y que mantiene a las instituciones del Estado en una condición de postración por falta de autonomía política, de recursos suficientes, de personal capacitado y del mínimo piso moral que requiere el funcionamiento normal de un Estado democrático.


      Es por ello que Jesús Cantú y Martha Ochman definen ciudadanía como “el derecho y la disposición de participar en una comunidad política a través de la acción autorregulada, inclusiva, pacífica y responsable, con el objetivo de maximizar el bienestar público”. Esta definición, nos dicen, pretende ir más allá de los enfoques clásicos de la ciudadanía, a saber: el liberal, el republicano y el comunitarista, cada uno de los cuales privilegia un aspecto de la práctica de la ciudadanía. Mientras para los liberales las libertades son el eje esencial (vistas desde una perspectiva individual), para los republicanos lo fundamental es orientar la acción al bien y al espacio públicos, mientras que para los comunitaristas lo básico es la protección de las identidades, la construcción de solidaridades horizontales y la preocupación por el bienestar de comunidades discretas.


      La búsqueda por parte de los autores de las competencias necesarias para hacer realidad tanto la defensa individual de la libertad, como el desarrollo de una preocupación por lo colectivo y lo común, así como para tener la capacidad de actuar en beneficio de al menos su propia comunidad, conduce al desarrollo de un enfoque altamente normativo mediante el cual se definen de una manera sistemática y progresiva las competencias que formarían a un ciudadano ideal.


      El enfoque constructivista de los autores los obliga a centrar su atención en los conocimientos, habilidades y valores que un verdadero ciudadano debe tener. Si hemos de entender que la ciudadanía es una práctica cuya esencia es la integralidad, tal como antes se ha definido, es lógico que las competencias exigidas a todo individuo que vive en una sociedad democrática sean muchas, muy diversas y altamente demandantes. Ciertamente los autores están conscientes de que los ciudadanos no se forman en la escuela, que el sistema escolar es sólo una parte del orden social en el que ciertas enseñanzas, habilidades y valores pueden ser adquiridas, pero que de ninguna manera, ni aun en el mejor de los casos, pueden conducir a la formación integral de los individuos como ciudadanos. Los autores reconocen la centralidad del entorno familiar, barrial, micropolítico, macropolítico y cultural en la formación progresiva de los individuos y, por tanto, en la creación potencial de ciudadanos. De ahí que el desarrollo de las competencias de ciudadanía no sea una tarea limitada a la “educación cívica” y a la repetición escolar de contenidos, sino que implica una (altamente improbable) correspondencia entre lo que se aprende en la casa, en la calle, en la escuela y en los medios de comunicación y redes sociales.


      Esta visión holística de la formación de ciudadanía constituye un mérito notable de esta obra, pues trasciende uno de los perjuicios más comunes en nuestro sistema político, que consiste en creer que bastan unas lecturas, unas conferencias esporádicas y algunas acciones eventuales (como concursos, simulacros electorales, exposiciones y publicaciones) para construir ciudadanía. Precisamente por su carácter parcial, eventual y sesgado, este tipo de acciones no logra constituir ni siquiera una política pública propiamente dicha e implica un desperdicio lamentable de recursos si no están acompañadas de procesos macrosociales que entrecrucen todos los ámbitos de la vida pública.


      Con todo, el enfoque desde las competencias tiene limitaciones intrínsecas a la teoría que lo fundamenta. Tiene un fuerte sesgo racionalizante y opera en un nivel muy alto de abstracción, de tal forma que no es posible utilizarlo para determinar las causas específicas de los vacíos formativos que puedan detectarse mediante instrumentos de evaluación. Reconociendo estos límites los autores nos proponen un ejercicio de autorreflexión de su propia práctica, que ha consistido en analizar en las comunidades estudiantiles del Instituto Tecnológico de Monterrey las competencias ciudadanas de los jóvenes. Sus experimentos les han permitido desarrollar un instrumento de diagnóstico altamente elaborado, integral y apropiado al tipo de comunidad analizada. Los autores proponen, a partir de su experiencia, una selección de indicadores observables para cada uno de los componentes de las competencias ciudadanas definidas ex ante a partir de su concepto de ciudadanía. Sintetizan su instrumento en la definición de ocho competencias básicas que atienden los elementos cognitivos, procedimentales y axiológicos de la ciudadanía.


      El instrumento que nos proponen los autores permite evaluar esos componentes a través de preguntas derivadas de escenarios, técnica que constituye un importante aporte en materia de metodología de la evaluación. Fundamentan esta propuesta en postulados provenientes de la pedagogía y la psicología social, y estamos así frente a un programa de evaluación con fines correctivos o formativos. Se trata de un mecanismo de evaluación que debe localizar déficits a ser atendidos en distintas esferas de la práctica social.


      Este aporte es sin duda valioso y novedoso. Sin embargo, es preciso establecer los límites de tal instrumento. En primer lugar, constituye una especie de examen contexto-dependiente. Los escenarios que se proponen en ese instrumento tienen una validez temporal breve, precisamente porque la historia contemporánea discurre a una velocidad asombrosa. Los “contextos” tienen que ser continuamente adaptados a las situaciones del presente. En segundo lugar, es un instrumento individual, cuya aplicación requiere alta concentración, tiempo y condiciones adecuadas, las cuales sólo pueden crearse en un salón de clases o su equivalente. En tercer lugar, medidas compensatorias de estas limitaciones, como grupos de enfoque o diálogos públicos tendrían una muy relativa eficacia dada la naturaleza amplia e integral del mecanismo de evaluación.


      Es lógico entonces que el instrumento propuesto tenga viabilidad de aplicación limitada a comunidades estudiantiles, o a ejercicios controlados con grupos discretos de comunidades específicas (miembros de ONG´s, de partidos políticos, empleados públicos, asociaciones de diverso tipo). Sin embargo, es claro que sólo los estudiantes y los profesionales pueden contestar por completo una especie de examen que difícilmente puede reducirse sin violentar su espíritu integral y diagnóstico.


      El mérito principal de este libro consiste en aclararnos a los lectores que la ciudadanía democrática efectiva sólo puede ser el resultado de una coincidencia en el tiempo y en el espacio (físico y social) de múltiples procesos conducentes a la democratización de la vida pública. En efecto, como señalan los autores a manera de ejemplo, un estudiante universitario se encuentra con frecuencia dentro de un sistema escolar altamente autoritario, dentro de sistemas de poder y de exclusión de distinta índole y en condiciones de desigualdad abierta con sus profesores y con sus pares. Al mismo tiempo ese estudiante puede provenir de familias autoritarias o disfuncionales y vivir en contextos violentos, de tal forma que las enseñanzas teóricas que la escuela le inculque pueden ser abiertamente contradictorias con su vida cotidiana. Por otra parte, ¿cómo puede un profesor dar clases de democracia si su sindicato es abiertamente autoritario y corrupto y su inserción laboral es precaria y disciplinaria? ¿Cómo puede hablarse de igualdad en medio de la desigualdad, de libertades en medio de autoritarismos, de tolerancia en el contexto de múltiples formas de exclusión social, cultural, religiosa y de género?


      No puedo terminar más que invitando a leer esta sugerente obra que resulta útil por igual a educadores, activistas sociales y políticos, así como funcionarios públicos en general, en particular a quienes trabajan en el área electoral y en los organismos formalmente autónomos. El tamaño del reto de construir ciudadanía queda más claro que nunca.

    

  


  
    
      Introducción


      Ante los retos que actualmente enfrenta la democracia —tanto en los países de reciente transición, como en los llamados de democracia consolidada— la formación de ciudadanos dispuestos a comprometerse con su fortalecimiento es una tarea que requiere de nuevas estrategias. El desarrollo de las competencias ciudadanas es una tarea compleja, que la Agenda Educativa 2020 de la Unión Europea concibe como un proceso que nos acompaña a lo largo y ancho de nuestras vidas (lifelong and life-wide education) (Hoskins et al., 2012). Aprendemos a ser ciudadanos desde que nacemos y en contextos muy diversos: la familia, la escuela, la vida política y, en general, en el ámbito de lo público, donde los medios masivos de comunicación y, más recientemente, las redes sociales juegan un papel relevante. Por otro lado, es innegable que limitar la formación de los ciudadanos al ámbito de la educación formal no solamente empobrecería la pluralidad de enfoques —fundamental para una sociedad democrática—, sino también limitaría la efectividad de este esfuerzo. De ahí la importancia de reflexionar sobre el proceso de formación ciudadana, los actores que intervienen en éste y las estrategias que permitan la consolidación de la democracia.


      Este libro es una aportación a tal debate, resultado de más de una década de investigación sobre la democracia, la ciudadanía y el proceso de formación cívica. Las consideraciones teóricas resumen nuestra trayectoria como investigadores, pero también como partícipes y testigos de los procesos de transición a la democracia en Polonia y en México: dos sociedades geográficamente distantes, con experiencias históricas diferentes, pero que comparten la aspiración de ser sociedades democráticas, incluyentes y plurales.1


      Aunque el tema de la democracia, las transiciones y los procesos de consolidación de este régimen político no son en sí mismos el tema de este libro, indudablemente ponen en evidencia la importancia que tienen los ciudadanos para construir las sociedades democráticas. En la década de los noventa, después de las transiciones en la Europa mediterránea, así como la caída del sistema de socialismo real en Europa Central y del Este junto con la caída de las dictaduras en América Latina, ganó popularidad el planteamiento de Samuel P. Huntington que sistematiza los procesos de democratización en tres olas. El análisis de Huntington relacionaba la estabilidad de la democracia no solamente con el des­arrollo económico, sino también con una serie de valores propios de la civilización occidental y su origen judeocristiano. Las conclusiones eran más bien pesimistas, dado que consideraban que las democracias de la tercera ola —las de Europa Central y del Este, así como las latinoamericanas— difícilmente iban a lograr los niveles de consolidación de las democracias de la primera ola, las originales, que se forman desde el siglo XVIII. Para Huntington, estas transiciones a la democracia fueron efecto de una erosión lenta de las élites gobernantes, que no fueron derrocadas por un levantamiento parteaguas, sino que fueron apartadas temporalmente del poder ejecutivo, aunque siempre estuvieron presentes en el juego político, debilitando la calidad de la democracia, manteniendo mecanismos de control sobre o en complicidad con los medios de comunicación, y violando o debilitando las reglas de competencia política. En conclusión, el sociólogo estadounidense consideraba que las democracias de la tercera ola iban a limitarse a un juego electoral, sin lograr plenamente los ideales de la democracia liberal (Huntington, 1995, 1998).


      Aunque las referencias empíricas de Huntington fueron ante todo la Rusia de Boris Yeltsin o el Perú de Alberto Fujimori, algunas de las reflexiones sobre la persistencia de las fuerzas antidemocráticas o la “arrogancia ejecutiva” pueden explicar fenómenos como el apoyo al presidencialismo fuerte o el miedo al pluralismo social en las sociedades cuya transición a la democracia es relativamente reciente.


      Sin embargo, consideramos que explicar los tropiezos o reveses democráticos con valores predominantes, cultura política específica o características inherentes a una civilización es una visión conservadora y pesimista, que condena a ciertas sociedades a vivir con una aspiración a la democracia siempre frustrada, y las carga con el estereotipo de la inmadurez política o la incapacidad de dejar atrás un pasado autoritario. Para nosotros, la democracia no es un destino predeterminado por el pasado ni una consecuencia de ser herederos de una civilización o una religión predeterminada. La democracia es un régimen político, es decir, un conjunto de patrones que determinan los canales de acceso al poder político, así como las características de los actores que son admitidos a competir por este acceso, los recursos y las estrategias permitidas para lograrlo, e igualmente las instituciones a través de las cuales se accede y se ejerce el poder (O’Donnell, 2003: 36). Estos patrones pueden ser analizados y modificados, los actores excluidos del acceso al poder pueden lograr su inclusión, mientras que las instituciones que determinan cómo se ejerce tal pueden ser modificadas. No son procesos fáciles ni inmediatos, pero la misma idea del cambio social implica que las sociedades no reproducen eternamente sus propias instituciones o normas, sino que también producen nuevos significados, modificando las normas y convirtiendo a actores políticamente irrelevantes en protagonistas.


      Desde este punto de vista, no existe sociedad alguna que sea excluida de la aspiración a la democracia, como tampoco existe sociedad alguna que pueda quedarse en la autocomplacencia de vivir una democracia consolidada y afianzada por un conjunto de valores históricos. Así como podemos señalar reveses claros en la democracia de países de la tercera ola, como Polonia o México, también vemos el auge de los partidos de extrema derecha en lugares como Francia, Estados Unidos o Dinamarca, que vivieron la primera ola de la democratización. La debilidad de la democracia puede encontrarse en la reacción a crisis económicas o las amenazas a la seguridad, pero la solución no está en fomentar un crecimiento económico o eliminar el terrorismo, las amenazas siempre van a existir y tomar nuevas formas, expresar nuevos retos.


      Creemos que el futuro de la democracia y la calidad de ésta dependen de la calidad de los ciudadanos comprometidos con este régimen político particular. Siempre van a existir grupos que prefieran y defiendan regímenes distintos: autoritarios, paternalistas, abiertamente dictatoriales. También es imposible erradicar la búsqueda de seguridad, que puede expresarse en el anhelo de un gobierno fuerte, capaz —aparentemente— de encargarse de neutralizar las amenazas a cambio de la lealtad de los ciudadanos. De ahí la importancia de que los ciudadanos comprometidos con la democracia asuman la responsabilidad de protegerla y fortalecerla. Esto implica, en primera instancia, entender lo que la democracia es, cómo funciona este régimen político, qué lo hace distinto a otros y cuál es el papel de los ciudadanos como actores, es decir agentes, seres humanos “dotados de razón práctica y de autonomía suficiente para decidir qué tipo de vida quieren vivir, que tienen capacidad cognitiva para detectar razonablemente las opciones que se encuentran a su disposición y que se sienten —y son interpretados/as por los demás como— responsables por los cursos de acción que eligen” (O’Donnell, 2003: 33).


      En ese sentido, este libro refleja una búsqueda de estrategias para fortalecer la capacidad de agencia de los ciudadanos. Es un recorrido por nuestras discusiones y elecciones teóricas y metodológicas, cuyo objetivo es contribuir al largo y complejo debate sobre la ciudadanía y la democracia, tanto a nivel teórico como pragmático y aplicado, que permita a las instituciones educativas, a las organizaciones de la sociedad civil e, incluso, a los individuos, tener herramientas que promuevan y faciliten la formación de ciudadanos cada vez mejor preparados para enfrentar los retos de la democracia.


      Iniciaremos exponiendo los presupuestos teóricos que inspiran esta investigación. Los conceptos fundamentales aquí son los de ciudadanía y de competencias, ambos —como veremos— fundamentalmente controversiales, discutidos y definidos constantemente, tanto por los académicos, como por la sociedad misma. En el caso de ciudadanía, ante todo nos interesa lograr una definición teórica que permita, por un lado, reflejar la complejidad del debate sobre la democracia y sus distintos modelos, y por el otro, llegar a una categoría analítica que pueda traducirse en estudios empíricos; tarea nada fácil si se consideran los debates no resueltos entre las visiones republicana, liberal y comunitarista. Es evidente que la ciudadanía no es aquí un estatus jurídico de adscripción a un Estado territorial, sea éste nacional o no, estatus que conlleva un conjunto de deberes y derechos constitucionalmente definidos. El ciudadano es —recordando la definición de O’Donnell— ante todo un agente, un individuo racional en el sentido aristotélico de la capacidad de participar en deliberaciones sobre el bien y el mal, lo justo y lo injusto. La ciudadanía es un estatus, pero sobre todo es una identidad que las personas asumen cuando entran en el espacio público, o sea cuando abandonan su vida privada y “las simples opiniones (lugares comunes culturales, convicciones normativas, prejuicios y agravios colectivos y distintos valores)” para expresar y “publicar” su opinión sobre los asuntos de interés común (Habermas, 1996, 2004).


      En el capítulo primero presentaremos los presupuestos teóricos que están detrás del concepto de ciudadanía, así como la definición sobre la cual se construyen los estudios empíricos posteriores. Una de las características más importantes de esta definición es la aspiración a ser lo más inclusivos posible ante los distintos modelos de ciudadanía, que expresan no sólo diferentes corrientes teóricas, sino también preferencias ideológicas que tenemos todos como ciudadanos. La insistencia en la inclusión se relaciona también con el segundo concepto fundamental: las competencias. El significado semántico de las competencias,sobre todo como adjetivo —alguien competente o incompetente— conlleva el riesgo de la exclusión y, en el caso de la democracia, la tentación de la democracia de élites, un ideal defendido por los clásicos y siglos más tarde por los liberales decimonónicos, quienes consideraban que la participación universal de los ciudadanos era una amenaza a la calidad de las decisiones tomadas democráticamente.


      Evidentemente, el concepto de competencia que retomamos parte de la distinción que Noam Chomsky establece en el ámbito de la Lingüística, para distinguir entre las capacidades generales y las contextualizadas a la hora de resolver los problemas que la comunicación humana implica. En este sentido, la competencia lingüística es inherente a los seres humanos y se desarrolla a través de procesos complejos de socialización. Las competencias ciudadanas tienen la misma naturaleza universal y connatural al ser humano, por lo cual no sirven para discriminar, sino para enfatizar que todos tenemos algún grado de competencia ciudadana, la cual podemos fortalecer y desarrollar, si así lo deseamos.


      Sin embargo, no podemos dejar de lado las críticas que ha despertado el modelo de educación basado en competencias. Y dado que este libro se inscribe en la larga tradición de investigaciones sobre la educación cívica la cultura política, al mismo tiempo que se distingue por su orientación hacia el estudio de las competencias, consideramos importante explicar por qué privilegiamos el enfoque de las competencias, al mismo tiempo que hacer explícitos los ideales educativos e ideológicos que están detrás de la sistematización de las competencias (tema en el cual profundizaremos en el segundo capítulo). Si partimos de la definición general de competencias como prerrequisito para cumplir con algunas exigencias complejas del entorno, enfatizamos el hecho de que la estructura lógica de las competencias depende del carácter de las exigencias. Si estamos pensando en el contexto político, entendido en el sentido amplio como el ámbito de lo público, las competencias ciudadanas no están predeterminadas, sino que se definen de acuerdo con las expectativas e ideas que tenemos sobre lo que es una buena sociedad, e incluso de acuerdo con nuestro ideal de la democracia. Lógicamente, si estamos pensando en los sistemas de educación formal, éstos responden a las demandas sociales, pero también deben mantener una actitud crítica y transformativa ante estas demandas. Si consideramos que la educación formal puede ser un lugar privilegiado para la formación de ciudadanos democráticos, debemos hacer también explícito que nuestro ideal de la educación formal —como veremos en el capítulo II— debe asumir no solamente su responsabilidad sobre los contenidos enseñados, sino también sobre el entorno en el cual viven los estudiantes y del cual asimilan reglas de convivencia, acordes o contradictorias con las normas democráticas.


      Los dos capítulos que siguen tienen carácter teórico-metodológico: primero, presentamos la sistematización de las competencias que sirve de base para el diseño del trabajo de campo. Como ya hemos señalado —y tema en el cual profundizaremos también en el capítulo teórico—, no existe un conjunto de competencias predeterminado. Sin embargo, tampoco partimos de un punto original, así que —antes de explicar la sistematización que diseñamos como sostén de los estudios empíricos— hacemos una breve revisión de las propuestas ya existentes, igualmente argumentamos por qué es necesaria una nueva propuesta que responda a la necesidad de evaluar los niveles de desarrollo de las competencias, reto que la abrumadora mayoría de las propuestas no contemplan.


      El tercer capítulo es la continuación de la aproximación metodológica, donde particularmente exponemos el razonamiento detrás del diseño de los instrumentos estandarizados. No todos los estudios tienen carácter cuantitativo —como veremos en el capítulo VI—, sin embargo, tanto el ámbito de la educación formal como la aspiración de estudios longitudinales y comparados exigen un esfuerzo por diseñar instrumentos de medición estandarizada, un verdadero reto sobre todo para el componente procedimental que tradicionalmente se evalúa a través de herramientas como entrevistas o simulaciones. Si el componente cognitivo tiene una larga tradición de reflexión metodológica sobre pruebas estandarizadas de medición y el axiológico se beneficia con las técnicas de medición de actitudes en psicología social e incluso en los estudios sobre la cultura política, los instrumentos de medición de habilidades son resultado de largas discusiones y trabajo —esperamos creativo— para diseñar escenarios que simulen toma de decisión y elecciones propias de los ciudadanos.


      Finalmente, los dos últimos capítulos presentan los estudios de campo que se han llevado a cabo en un mismo contexto: el proyecto del desarrollo de las competencias ciudadanas en la comunidad universitaria del Tecnológico de Monterrey, el cual se convirtió en una de las estrategias fundamentales de formación en 2005 y se ha traducido en varios proyectos educativos y extracurriculares, siempre enriquecidos por la investigación.2


      Es importante recordar que la preocupación fundamental que ha inspirado nuestro trabajo es construir herramientas que permitan tener impacto en la formación de los ciudadanos. Particularmente, consideramos que es necesario acompañar las estrategias de intervención y formación por una metodología rigurosa de evaluación, que permita medir la efectividad de estas estrategias. Como ya lo señalamos, la razón para escoger el enfoque de las competencias es la preocupación detrás de los estudios aplicados que reseñamos en el capítulo V, dedicado a la medición estandarizada de las competencias. Frecuentemente hemos comparado los resultados de la medición estandarizada a una fotografía, que permite tener un panorama amplio en cuanto al nivel de desarrollo de distintas competencias y sus componentes; identificar los claroscuros, las áreas de oportunidad y las fortalezas. Pero la aspiración detrás de este trabajo no es tener instrumentos que puedan simplemente reflejar la distribución de una población o de una comunidad para contemplarla, para lamentarnos o enorgullecernos por el nivel de desarrollo de las competencias ciudadanas. El objetivo último del diagnóstico es identificar las áreas que exigen una intervención, una estrategia para fortalecer la formación, pero ante todo cuestionarnos sobre los fenómenos y procesos que están detrás de creencias, actitudes y procesos reflexivos que debilitan la capacidad de los ciudadanos de participar constructivamente en los procesos democráticos.


      Evidentemente, los instrumentos estandarizados, con análisis estadístico, no arrojan más que la información sobre ciertas correlaciones, que incluso contrastadas con enfoques teóricos deben ser tomadas con mucho cuidado para no caer en la trampa de colinealidad o atribución falaz. En este sentido, en el capítulo VI presentamos cómo una tendencia identificada a través del análisis estadístico puede ser transformada en un estudio cualitativo, lo que permite una aproximación más fina a factores explicativos. El estudio que presentamos profundiza en la evaluación del impacto que puede tener el salón de clase sobre la formación de las competencias ciudadanas de los estudiantes, que integra las elecciones teóricas y los resultados de la aplicación de los instrumentos estandarizados en una serie de hipótesis, los cuales pueden ser confirmadas o falseadas por la experiencia que los mismos estudiantes relatan. Los resultados de este estudio claramente identifican áreas de oportunidad y apuntan hacia las estrategias de intervención que van mucho más allá del enfoque tradicional, y hacia los contenidos y los mensajes prescriptivos que la educación formal privilegia.


      Finalmente, compartimos algunas reflexiones sobre las dificultades que enfrenta un estudio sistemático y longitudinal de las competencias ciudadanas, por un lado, pero también sobre el potencial que consideramos tiene la metodología aquí presentada para fortalecer e incentivar el desarrollo de las competencias ciudadanas, ya no solamente en el ámbito de la educación formal, sino como una tarea que le corresponde a todos los que estamos preocupados por el futuro de la democracia y por contribuir en su fortalecimiento. Recordemos que la formación ciudadana no sólo es una tarea dirigida a los estudiantes, niños y jóvenes que estamos formando. Es una responsabilidad de todos y una de las grandes satisfacciones que nos ha proporcionado esta investigación, es vernos crecer como ciudadanos, darnos cuenta de nuestras propias áreas de oportunidad, reconocernos en el espejo que construimos a lo largo de estos años.


      Esperamos que este libro pueda insertarse en el debate sobre el estado de la ciudadanía en México y en cualquier sociedad democrática, con un enfoque empírico y propositivo, con la confianza de que no solamente es deseable, sino también posible contribuir a nuestra formación como ciudadanos que buscan fortalecer la convivencia democrática.


      
        


        1 En el caso de Polonia, se considera que el proceso de transición inició en los años ochenta y se consumó en el año 1989, cuando se forma el primer gobierno con la participación de la oposición al régimen comunista en todo el bloque soviético. Como en cualquier proceso histórico, es imposible fijar una sola fecha. Para algunos, la transición iniciaría con la formación del Comité de la Defensa de los Obreros (KOR, por sus siglas en polaco) en septiembre de 1976, que hizo posible el reconocimiento —en agosto de 1980— de Solidaridad, el primer sindicato independiente legal en un régimen comunista. La imposición de la Ley Marcial y la restitución del autoritarismo abierto en diciembre de 1981 parecían interrumpir este proceso, sin embargo, en agosto de 1988 y en el contexto de protestas sociales generalizadas, el gobierno del general Jaruzelski inicia conversaciones informales con los principales líderes de la oposición, que se constituyen en un proceso de negociación formal, conocido como la Mesa Redonda (febrero-abril 1989), que culmina con las primeras elecciones parcialmente libres en junio de 1989 y la formación del parlamento, con el 35% de la Cámara Baja y el 99% de la Cámara Alta de representantes en la oposición al régimen comunista (según los acuerdos de la Mesa Redonda, el 65% de los escaños de la Cámara Baja fue reservado a los diputados del partido comunista, formalmente en poder).


        En México, tras el movimiento estudiantil de 1968, que provocó la represión por parte del gobierno mexicano de la manifestación del 2 de octubre del mismo año, con la consecuente irrupción de la guerrilla urbana al inicio de los años setenta, el gobierno priísta inició el proceso de liberalización política en diciembre de 1977 con la promulgación de la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales, como parte de una reforma política que incluyó, entre otros aspectos, la amnistía a los presos políticos en 1978. En 1989, el PRI perdió las elecciones a gobernador en Baja California, convirtiéndose así en el primer estado gobernado por un partido distinto al PRI. Sin embargo, tuvieron que realizarse todavía cuatro reformas constitucionales y legales (1986, 1989-1990, 1994 y 1996), la última de éstas ciudadanizó la organización de los procesos electorales, para que en las elecciones del primer domingo de julio de 1997, el Partido Revolucionario Institucional perdiera por primera vez la mayoría en la Cámara de Diputados federal, al obtener únicamente el 39.1% de los votos y conseguir el 47.6% de los diputados federales. El bloque opositor conformado por los otros cuatro partidos políticos con representación parlamentaria logró importantes cambios en la conducción de la Cámara de Diputados, lo cual permitió concretar la división de poderes establecida en la Constitución federal. En julio del año 2000, cristalizó la primera alternancia en la Presidencia de la República con el triunfo de Vicente Fox, candidato de la Coalición Alianza por el Cambio, que incluía al Partido Acción Nacional y al Partido Verde Ecologista de México; y en agosto de ese mismo año, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió por primera vez en 71 años una controversia constitucional en contra de la Presidencia.


        2 Los resultados parciales de esta investigación han sido publicados inicialmente en dos artículos: “Sistematización y evaluación de las competencias ciudadanas para sociedades democráticas”, Revista mexicana de Investigación Educativa, volumen XVIII, núm. 56 (2013), pp. 63-89 y “Incidencia del ambiente escolar y de las prácticas educativas en las competencias ciudadanas de los estudiantes”, Revista Latinoamericana de Estudios Educativos, volumen XLIII, núm. 2 (2013), pp. 77-131.

      

    

  


  
    
      I. Competencias ciudadanas: una precisión conceptual


      Consideraciones generales


      Después de la crisis en la década de los ochenta —cuando el concepto de ciudadanía parecía haber agotado su potencial de activar la participación de los individuos en las transformaciones sociales—, hoy en día la preocupación por el estado de la ciudadanía ha regresado al centro de los debates políticos y teóricos. En México, como en toda Latinoamérica, la exitosa transición hacia la democracia electoral no se ha traducido en cambios más profundos, ni a nivel institucional ni en la cultura política de la ciudadanía. La urgencia de fortalecer la cultura democrática en nuestra región se hizo patente a partir del estudio de PNUD (2004) sobre el estado de la democracia en América Latina, el cual ha corroborado deficiencias profundas que se traducen incluso en un grado preocupante de indiferencia ante la democracia y sus instituciones. El Informe Latinobarómetro 2013 (2014) evalúa la evolución del apoyo de los latinoamericanos a la democracia1 y México es uno de los países donde el apego al régimen democrático ha disminuido, incluso con la alternancia en el poder. La diferencia entre los ciudadanos que consideraban la democracia como el mejor de los regímenes en el año 1995 (49%) y en 2013 (37%) es de 12 puntos y pocos fueron los años cuando el apoyo superó el 50% de los encuestados. En 2000, el año de la alternancia, el apoyo a la democracia se situaba en el 44%, alcanzó su máximo en 2002 con 63%, para ir bajando. Si bien durante el resto del sexenio de Vicente Fox se mantuvo por arriba de 50%. Felipe Calderón inició su gestión con un 54% de mexicanos que apoyaban la democracia, pero ya en 2007 el apoyo sufre una caída fuerte (48% en 2007), hasta llegar a 40% en 2011. En 2013, con Enrique Peña Nieto y el PRI en el poder, ya solamente el 37% de los mexicanos considera que la democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno (Latinobarómetro, 2014: 19).


      En este contexto, es comprensible que los organismos internacionales, los educadores, pero también muchos actores políticos y sociales, proclamen la necesidad de transitar de la democracia electoral a la democracia de los ciudadanos.


      La multitud de declaraciones y estudios sobre la ciudadanía, competencias ciudadanas y cultura política impone la necesidad de profundizar en los presupuestos teóricos que están detrás del objeto social estudiado, que en nuestro caso es definir dos conceptos clave: la ciudadanía y las competencias, términos ampliamente usados en este tipo de estudios, pero rara vez definidos rigurosamente. Dado que son conceptos sobre los que se diseñan los estudios empíricos que presentaremos en los capítulos V y VI, consideramos importante llegar a una precisión analítica, así como hacer explícitas las elecciones que hemos hecho en referencia a una enorme riqueza de pensamiento teórico sobre la ciudadanía y las competencias.


      Consideramos importante una reflexión amplia, dado que ambos conceptos son esencialmente controversiales. Andrew Vanderberg (2000) llama conceptos esencialmente controversiales a los que son ampliamente analizados en la teoría política, pero difíciles de definir, dado que son internamente complejos y abiertos a las interpretaciones sobre cuál de sus características constitutivas es más importante. Frecuentemente, la esencia del concepto depende de las circunstancias históricas del debate o del referente teórico anterior con el que se quiere polemizar. Rian Voet (1998), por ejemplo, al estudiar el tema de la ciudadanía en la teoría feminista, identifica seis elementos constitutivos del concepto: la libertad, los derechos, la igualdad social, la subjetividad política, la representación política y el juicio político. El análisis de estos elementos permite reconstruir el problema de la participación de las mujeres en el ámbito público, pero de ninguna manera agota el concepto ciudadanía. La clásica descripción de la ciudadanía de Marshall (1996), como secuencia de derechos civiles, políticos y sociales, conserva todavía el atractivo para muchos estudiosos; la preocupación por los derechos sociales es central para los republicanos, mientras que los derechos civiles siguen constituyendo el centro del liberalismo. En contraste, para los comunitaristas, la conceptualización de la ciudadanía a través de la perspectiva de los derechos no es más que la manifestación del individualismo exagerado de las sociedades occidentales, pues la ciudadanía se conceptualiza ante todo como deberes que el individuo tiene que cumplir ante la comunidad a la cual pertenece.


      El problema de la definición se profundiza por la adjetivación excesiva, que surge como efecto de la inflación normativa del concepto (Zolo, 1997). A partir de los años noventa, el concepto de ciudadanía se ha utilizado como referente de cualquier categoría nueva de intereses y reclamos que buscan el reconocimiento público, de tal manera que existe ya literatura abundante sobre la ciudadanía multicultural, ecológica, sexual, cultural, cosmopolita o diferenciada, por mencionar algunos adjetivos comunes. Finalmente, para el ámbito educativo, es importante recordar otra tensión inherente al estudio de la ciudadanía: este concepto ha penetrado profundamente el discurso cotidiano de los individuos e instituciones sociales —sobre todo el normativo— lo cual creó una gran distancia entre el ser y el deber ser, fenómeno expresado constantemente en los adjetivos de la ciudadanía ideal y la ciudadanía real (Bobbio, 1996).


      Como resultado, la mayoría de los investigadores asume la afirmación de Peter H. Shuck (2002), en relación con el concepto ciudadanía es un concepto vacío de un sentido adscrito, que cada quien llena con el contenido que quiere o que necesita. Los significados cambian si la palabra ciudadanía aparece en el contexto de obligaciones y derechos, de identidad o democracia, por mencionar sólo algunos de los discursos que recurren al concepto aquí analizado. Sin embargo, la indefinición teórica del concepto termina por aniquilar su utilidad analítica para un estudio empírico. Si aceptamos que no hay una esencia atribuible al concepto, tampoco es posible definir competencias propiamente ciudadanas, mucho menos medirlas. Rogers M. Smith (2002)2 en su estudio sobre los significados de la ciudadanía reporta, por ejemplo, que la ciudadanía se entiende comúnmente como referencia a los estándares de una conducta deseable, a personas que contribuyen al bienestar de una comunidad a través de pertenencia a las asociaciones, iglesias, voluntariado. Una definición tan amplia, aunque sea socialmente aceptada, no puede constituirse en el referente teórico de un estudio de campo.


      Estas observaciones en torno de la definición del concepto ciudadanía aplican en su totalidad al segundo fundamento teórico de este estudio: las competencias. Franz E. Weinert (2004) inicia su reflexión conceptual afirmando que el uso de los términos competencia o competente carece de precisiones rigurosas y se tiñe indistintamente del significado común de la palabra, sinónimo de términos como capacidad, aptitud, habilidad, eficiencia, dominio, e incluso responsabilidad. Como en el caso de las reflexiones sobre la ciudadanía, los autores con frecuencia pasan a enumerar y describir las competencias ciudadanas, sin definir siquiera el término,3 confiando en que los lectores compartimos el significado intuitivo. Weinert afirma que la competencia se ha convertido en “un término de moda con un significado vago no sólo en el uso público, sino también en diversas ciencias sociales”, y también hace referencia a la inflación conceptual, en la que “la carencia de una definición precisa se acompaña de una sobrecarga considerable de significados” (95). El autor, restringiendo el uso del concepto a filosofía, psicología, lingüística, sociología, ciencia política y economía —áreas de conocimiento relativas a nuestro estudio—, identifica siete maneras diferentes de definir el concepto.4


      De ahí que compartimos el dilema que Weinert retoma de Paul Valéry: todo lo simple es teóricamente falso, todo lo complicado es pragmáticamente inútil. Como resultado, las definiciones de los conceptos fundamentales de nuestra investigación, ciudadanía y competencia, no pretenden concluir el debate teórico existente, sino construir un objeto de estudio teóricamente fundamentado, al mismo tiempo que pragmáticamente útil.


      Además de enfrentar la complejidad teórica de los conceptos, reconocemos que su definición no solamente es cuestión de teoría política, sino también de ética y de política. Suscribimos aquí la advertencia de Philippe Perrenoud (2004) de que “el asunto de las competencias clave no es ideológicamente neutral. Responder a esta pregunta es defender, de manera implícita o explícita, una visión de la humanidad como sociedad” (217). Perrenoud no es el único en llamar la atención hacia las elecciones éticas y políticas implícitas en el estudio de las competencias. Frank Gresham (1983), por ejemplo, define las competencias sociales como la capacidad individual de lograr las metas socialmente validadas, afirmando así que la misma competencia social se define en términos de lo socialmente aceptado (299).5


      Ya en el ámbito de las competencias propiamente ciudadanas, Elkin y Soltan (1999) afirman que éstas no son moralmente neutrales, porque las instituciones políticas están orientadas hacia ciertos fines más que a otros. Si de manera provisional aceptamos que las competencias ciudadanas son conocimientos, habilidades, actitudes y valores indispensables para que los individuos participen en la construcción y el funcionamiento de estas instituciones, no es indiferente para la competencia ciudadana si éstas buscan la libertad, la seguridad o la igualdad, por mencionar solamente algunos de los fines socialmente aceptados. Al respecto, Bryan (1999) o Boyte (1999) afirman que la definición de las competencias siempre dependerá de una tradición específica y de una práctica de ciudadanía propia para cada sociedad; por su parte Smiley (1999) reconoce que éstas reflejan normas y valores culturales de una comunidad concreta.


      Considerando el condicionamiento mutuo entre las competencias y el contexto social, la respuesta simple podría ser que lo que buscamos como horizonte ético es una sociedad democrática. Sin embargo, es evidente que esta respuesta solamente generaría más cuestionamientos sobre el modelo de la democracia en cuestión. Amy Gutmann (1993), por ejemplo, identifica al menos seis tipos de democracia, en los cuales están implícitas diferentes exigencias hacia los ciudadanos.6 Dejando incluso fuera del análisis el modelo minimalista de Schumpeter, las competencias que exige la democracia liberal y la participativa —aunque nunca contradictorias— no coincidirían a la hora de diseñar instrumentos de observación y medición.


      Ante estos dilemas teóricos y éticos, nuestra decisión fue elaborar la definición de ciudadanía y la lista de competencias inclusivas frente a todas las orientaciones ético-políticas. El principio de inclusividad es para nosotros un presupuesto fundamental. Frecuentemente los estudios sobre los comportamientos políticos utilizan la metáfora de la fotografía, para asentar la neutralidad ético-política de los investigadores. Sin embargo, así como en la fotografía la naturaleza es mediada por el fotógrafo; en los estudios empíricos, el objeto del estudio es mediado por las elecciones teóricas y éticas de los investigadores. Nuestra aspiración es la objetividad científica, pero reconocemos que en el ámbito de ciencias sociales ésta nunca puede ser perfecta. El resultado siempre dependerá de lo que se busca y las respuestas de lo que se pregunta. De esta forma, para resolver la tensión entre la aspiración y la imposibilidad de la neutralidad absoluta, hemos aceptado el reto de diseñar instrumentos que nos permitan una medición de las competencias ciudadanas lo más abierta posible a cualquier opción ideológica que puedan tener los individuos, consciente o inconscientemente, detrás de sus percepciones y convicciones acerca de su rol del ciudadano. Un esfuerzo considerable en la etapa preparatoria de este estudio fue dedicado a construir una definición de ciudadanía y la descripción de las competencias ciudadanas abiertas a los diferentes modelos de aquella, sin prejuzgar la superioridad de una opción ético-política determinada.


      El compromiso con un marco teórico inclusivo es todavía más importante si consideramos que el concepto de competencia ha sido utilizado históricamente para excluir a amplios grupos sociales de la participación política. Desde Aristóteles, el problema de la competencia ciudadana se ha vinculado con la exigencia de racionalidad, misma que en la Política legitimó la exclusión de mujeres y jornaleros. La exclusión con pretexto de incompetencia perdura, aunque paulatinamente el derecho al voto se ha universalizado. Sin embargo, la preferencia actual por gobiernos tecnocráticos o gerenciales todavía hoy en día justifica para algunos el limitar la participación ciudadana, como lo analizaremos con más detenimiento en el capítulo VI. Si hemos elegido el concepto de competencia no es para separar a los ciudadanos competentes de los incompetentes, sino para enfatizar el proceso de aprendizaje continuo. De ahí que la definición de las competencias busca abarcar desde los niveles mínimos —que permitan a cada individuo reconocerse como ciudadano—, hasta los niveles más avanzados, capaces de motivar el constante proceso de perfeccionamiento.


      Después de plantear la complejidad y los retos analíticos que implica cualquier estudio sobre competencias ciudadanas, presentamos a continuación las elecciones teóricas que precedieron el diseño de los instrumentos de medición.


      El concepto ciudadanía


      El principio de inclusión exige reconocer que no existe una sola conceptualización de ciudadanía y que sus significados se pueden sistematizar en tres grandes corrientes teóricas: el republicanismo, el liberalismo y el comunitarismo. Las dos primeras son de larga tradición, que se remontan al mundo grecorromano, mientras que el comunitarismo se consolida en los años ochenta del siglo XX, como un intento de revitalizar la ciudadanía en el mundo globalizado y posmoderno.7 Sin embargo, para la definición hemos retomado exclusivamente los planteamientos actuales, es decir, las redefiniciones de la ciudadanía en el contexto propio de la posmodernidad y globalización, dejando fuera la complejidad histórica de las teorías.8


      Para ejemplificar lo complejo que es buscar un enfoque inclusivo en la evaluación de las competencias, reseñaremos aquí la manera en que los tres modelos conciben la participación ciudadana, elemento central de nuestra definición de ciudadanía, y el estudio realizado acerca del impacto del ambiente en el salón de clase sobre el desarrollo de las competencias ciudadanas.


      Los tres modelos comparten el consenso sobre las ventajas de la participación y su necesidad para el sostenimiento y revitalización de la democracia, sin embargo, privilegian formas distintas de la participación, puesto que aluden —como hemos mencionado— a fundamentos clásicos distintos.


      El republicanismos es heredero directo del planteamiento de Aristóteles de la política como la deliberación sobre lo justo y lo injusto, lo conveniente y lo dañino, discernimiento que implica la racionalidad dialógica. De ahí el papel central del debate sobre el bien común, que constituye la esencia de la acción política. El bien común, concepto central para los filósofos griegos y para el republicanismo, refleja la visión organicista de la sociedad: no es la suma de los intereses particulares, mucho menos el mayor bien de la mayoría de los individuos. El bien común es la interpretación de lo justo y lo conveniente para la comunidad, que descubrimos si dejamos de lado los intereses egoístas y las identidades particulares.


      Incluso en las sociedades actuales —diversas y fragmentadas— los republicanos creen en la posibilidad de reconstruir el ágora: la capacidad de los ciudadanos de buscar soluciones comunes a problemas que se construyen como públicos (Bauman, 2002). En la interpretación republicana, el interés no es la expresión de la individualidad, sino de la intersubjetividad. Si retomamos el significado etimológico de la palabra, es lo que está entre (inter-est): la realidad del mundo que está entre los individuos (Arendt, 1993: 203) sólo puede ser apresada y entendida como “algo que es común a muchos, que yace entre ellos, que los separa y los une, que se muestra distinto a cada uno de ellos y que, por este motivo, únicamente es comprensible en la medida en que muchos, hablando entre sí sobre él, intercambian perspectivas.” (Arendt, 1997: 79)


      Esta interpretación de la política, la encontramos, por ejemplo, en el modelo de la política deliberativa de Jürgen Habermas y su exigencia de asegurar las condiciones de justicia y equidad, “de suerte que sean los propios ciudadanos los que desarrollen los criterios y pautas conforme a los que lo igual debe ser tratado igual y lo desigual, desigual.” (Habermas, 1995: 163) El modelo dual de Habermas reconoce la existencia y la importancia del ámbito político-administrativo, regido por la racionalidad estratégica, pero también analiza las dinámicas de la acción comunicativa que rigen la formación de la opinión pública: una red de espacios estructurados en torno a los núcleos temáticos, pero también interconectados y siempre abiertos a un público amplio de los ciudadanos.


      La opinión pública de Habermas es también el agora de Zygmunt Bauman: un espacio intermedio entre el oikos (lo privado) y la ecclesia (lo público), cuyo papel principal no es “mantener separado lo público de lo privado ni salvaguardar la integridad territorial de cada uno de ellos, sino asegurar un tráfico constante y fluido entre ambos campos”. (Bauman, 2002: 96)


      Este espacio público no consiste sólo en debates promovidos desde las estructuras políticas o desde la sociedad civil organizada. En sus formas menos estructuradas, se asimila a espacios privados de reuniones familiares, con amigos, vecinos o colegas, con la condición de que actuemos como ciudadanos. Cuando el interés consiste en modificar la conducta del Estado y obligarlo a que cumpla su función “que tiene que ver con el bien común de todos los ciudadanos, en la misma medida en que todos son personas jurídicas”, los individuos deben abandonar opiniones simples —“lugares comunes culturales, convicciones formativas, prejuicios y agravios colectivos y distintos valores”—, y adoptar el discurso de los ciudadanos, quienes forman la opinión pública “de acuerdo a su propia idea, bajo el presupuesto de un público que razona y reflexiona” (Habermas, 1996).


      Aunque el debate es central para la visión republicana, de ninguna manera es la única forma de participación a la que los ciudadanos debemos comprometernos. El republicanismo postula también la revitalización de las élites políticas y administrativas a través de un intercambio constante entre la clase política y la sociedad civil. De esta forma, los republicanos quieren rescatar la política de los especialistas en bien común (Walzer, 1970: 214) y devolverla a los ciudadanos. Parece un ideal inalcanzable, sin embargo, en Europa sobre todo, existen propuestas de modificar radicalmente las relaciones económicas y sociales para hacer posible la participación directa de todos los interesados en el sistema político.9 Este modelo de la economía social (Gorz, 1999; Beck, 1998; Sue, 1999, Laville, 1999; y Robin, 1999) se presenta no sólo como un ideal político, sino ante todo como una alternativa a los problemas de desempleo y marginación social de amplios sectores de la población que no mantienen la posibilidad de encontrar trabajo, definido de manera muy limitada como un empleo remunerado. Para lograrlo es necesario crear un tercer sector, distinto al Mercado y al Estado, en el cual lo social estaría por encima de lo político y lo económico, y en el cual el fundamento de la integración social no sería el trabajo remunerado sino el trabajo socialmente útil, orientado a la cohesión social y la resolución de problemas ecológicos, de exclusión social o conflictos intra-societales. Para ello, todos los ciudadanos deben tener asegurado un ingreso social, con el fin de evitar la estigmatización de los que estén tempo­ralmente o permanentemente fuera del mercado laboral formal, con lo cual tendrían la libertad de realizar proyectos individuales, incluyendo los de beneficio social (Gorz, 1999, y Sue, 1999). La otra condición es la total permeabilidad de los tres sectores: los individuos entran y salen libremente no sólo del mercado de trabajo, sino de las instancias de administración pública, asegurando la renovación de cuadros, al mismo tiempo que espacios libres de control burocrático (Bucolo, 1999).


      La aspiración de renovar el ámbito de lo político a través de la participación es también retomada por los comunitaristas, sin embargo —como veremos más adelante—, mientras los republicanos enfatizan la importancia de participar en el sistema político formal, los comunitaristas se refugian más en la vida social, dejando las tareas administrativas al Estado. En este sentido, el comunitarismo y el liberalismo comparten la visión pesimista de que —parafraseando a Oscar Wilde— el republicanismo pide sacrificar demasiadas tardes libres para cumplir con los deberes públicos.


      A pesar de que frecuentemente se interpreta el modelo liberal de la ciudadanía como el menos exigente, el más despolitizado y ampliamente poblado por los free-riders, esta interpretación no le da justicia al liberalismo. Recordemos que esta corriente de pensamiento nace de la visión atomista del individuo y de la sociedad, de ahí que reclama siempre el derecho del individuo a trascender las identidades del grupo y los roles sociales, para ser considerado el fin en sí mismo, mientras que la comunidad política es sólo un medio para asegurar la libertad de escoger modelo particular de una vida buena. Los liberales conservan la memoria histórica del Estado y de lo político como opresión y tiranía, de ahí que —en términos de Judith Shklar (1993)— el liberalismo es siempre un liberalismo de miedo.


      Dado el miedo a la opresión por parte del Estado o de las mayorías, los liberales enfatizan la dimensión legal de la ciudadanía: aunque los derechos individuales son inherentes, para su disfrute el ciudadano debe tener garantías por parte del Estado. En este sentido —aunque el liberalismo deja la participación directa al libre criterio de cada individuo— considera que ésta es un deber ético y cívico cuando el sistema político no es justo, no respeta los derechos individuales ni opera según los principios de neutralidad y justicia.


      Por consiguiente, si en nuestra sociedad se cometen graves injusticias que sólo pueden rectificarse mediante la acción política, entonces los ciudadanos deberán reconocer su obligación de protestar contra esa injusticia. O si nuestras instituciones políticas ya no funcionan, quizá debido a unos excesivos niveles de apatía, o al abuso de poder, entonces los ciudadanos tienen la obligación de evitar que estas instituciones se debiliten. Sentarse pasivamente mientras se cometen injusticias o mientras se colapsan las instituciones democráticas, con la esperanza de que otros intervengan, equivale a ir por la libre. Todo el mundo debería realizar una honesta aportación a la creación y al mantenimiento de las instituciones justas (Kymlicka, 2003: 347).


      De ahí que el modelo de ciudadanía liberal —en contra de lo comúnmente criticado— no justifica la indiferencia ni el repliegue a la vida privada en las sociedades reales, más bien lo plantea como una utopía, un ideal por el cual los ciudadanos deben luchar. En palabras de Macedo, un gobierno libre necesita sus héroes, individuos preparados a hacer sacrificios significativos en nombre de los valores liberales. Necesita también a ciudadanos capaces de contribuir de forma quizás modesta, pero significativa, a la construcción y sostenimiento de la sociedad liberal a través de las prácticas de tolerancia, respeto al derecho ajeno, auto-control, auto-crítica, moderación y reflexión (1991: 2).


      Dado el énfasis sobre la autonomía individual, así como el pluralismo inherente a las sociedades humanas, el liberalismo considera que la interpretación de cómo se ejercen los derechos inherentes varía según el momento histórico que viven las sociedades. En palabras de Bobbio:


      
        [...] Los derechos no nacen todos en un momento. Nacen cuando deben o pueden nacer. Nacen cuando el aumento del poder del hombre sobre el hombre, que acompaña inevitablemente al progreso técnico, es decir, al progreso de dominar la naturaleza y a los demás, crea nuevas amenazas a la libertad del individuo o bien descubre nuevos remedios a su indigencia: amenazas que se desactivan con exigencias de límites al poder; remedios que se facilitan con la exigencia de intervenciones protectoras del mismo poder (1991: 18).

      


      De ahí que los ciudadanos tienen la obligación de reflexionar constantemente sobre el alcance de los derechos que el Estado garantiza, y empujar el cambio cuando éstos no son suficientes, son injustos o no son respetados. Aunque la obediencia a las leyes es virtud cívica fundamental, no es una obediencia ciega; al contrario, exige que los ciudadanos desarrollen la capacidad de entender la legislación que los rige, las instituciones políticas bajo las cuales viven, así como participar en mecanismos de rendición de cuentas y de control del poder.


      Además de asegurar instituciones políticas libres, respetuosas y bajo control de los ciudadanos, el liberalismo considera que la participación es un medio para defender sus intereses y preferencias particulares. Retomando los planteamientos del liberalismo clásico, el individuo es el único juez de su propio interés y la participación en el proceso de política pública es indispensable para traducirlo en preferencias públicas. Sin embargo, dado que para los liberales la libertad se realiza ante todo en el ámbito de lo privado, el ideal de la participación está vinculado con mecanismos de la democracia representativa que permiten articular las preferencias individuales y traducirlas en políticas públicas, gracias a los mecanismos electorales y de rendición de cuentas (Powell, 2004; Fung, 2006).
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